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Santiago, once de enero de dos mil veintitrés. 

A los escritos folios 1751, 2165 y 2330: téngase presente. 

Vistos: 

En autos RIT T-36-2020, RUC 2040024262-6, del Segundo Juzgado de 

Letras del Trabajo de Santiago, caratulados “VALDERRAMA CON DIRECCION DE 

BIBLIOTECAS, ARCHIVOS Y MUSEOS”, por sentencia de treinta de junio de dos 

mil veintiuno, se rechazó la excepción de cosa juzgada y se acogió parcialmente la 

demanda, en lo relativo a la acción principal de tutela, declarando la existencia de 

la relación laboral y condenando a la demandada al pago de las indemnizaciones y 

las prestaciones que se indican, rechazándola en todo lo demás, incluida la acción 

de nulidad del despido. 

Ambas partes interpusieron recursos de nulidad y una sala de la Corte de 

Apelaciones de Santiago, por decisión de cinco de abril de dos mil veintidós, 

desestimó el recurso de la demandada y acogió el deducido por la parte 

demandante, dando lugar a la acción de nulidad del despido y dictando sentencia 

de reemplazo en esta parte. 

Respecto de este último pronunciamiento, la parte demandada dedujo 

recurso de unificación de jurisprudencia, solicitando se lo acoja y se dicte la 

sentencia de reemplazo que describe. 

Se ordenó traer estos autos en relación. 

Considerando: 

Primero: Que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483 A 

del Código del Trabajo, el recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando 

respecto de la materia de derecho objeto del juicio existen distintas interpretaciones 

sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de tribunales superiores de justicia. 

La presentación en cuestión debe ser fundada, incluir una relación precisa y 

circunstanciada de las distintas interpretaciones recaídas en el asunto de que se 

trate sostenidas en las mencionadas resoluciones y que haya sido objeto de la 

sentencia contra la que se recurre y, por último, se debe acompañar copia fidedigna 

de la o de las que se invocan como fundamento. 

Segundo: Que, la materia de derecho que la recurrente solicita unificar 

consiste en determinar la correcta interpretación y aplicación del artículo 162 del 

Código del Trabajo en aquellos casos en que la relación laboral ha sido declarada 

por sentencia y que, el vínculo con el demandante se enmarcó en una contratación 

a honorarios amparada primigeniamente, en el artículo 11 de la ley 18.834 y, por el 

ende, el demandado es un órgano de la administración del Estado obligado por el 

principio de legalidad en su actuar. Reprocha que no se haya aplicado la doctrina 

sostenida en los fallos que apareja para efectos de su cotejo, que corresponden a 

los dictados por esta Corte en los antecedentes rol de ingreso 



N° 2994-2018, N°1432-2018, N°42.441-2017, N°3648-2018 y N°15664-2019, en 

los que se sostuvo que tratándose, en su origen, de contratos a honorarios 

celebrados por órganos de la Administración del Estado –entendida en los términos 

del artículo 1° de la ley 18.575–, concurre un elemento que autoriza a diferenciar la 

aplicación de la referida institución, cual es que fueron suscritos al amparo de un 

estatuto legal determinado que, en principio, les otorgaba una presunción de 

legalidad, lo que permite entender que no se encuentran típicamente en la hipótesis 

para la que se previó la figura de la nulidad del despido; y que la aplicación –en 

estos casos– de la institución contenida en el artículo 162 del Código del Trabajo, 

se desnaturaliza, por cuanto los órganos del Estado no cuentan con la capacidad 

de convalidar libremente el despido en la oportunidad que lo estimen. 

Tercero: Que, la sentencia impugnada, acogió el recurso de nulidad que 

dedujo la parte demandante, en lo que interesa, sobre la base del motivo 

consagrado en el artículo 477 del Código del Trabajo, acusando la infracción de su 

artículo 162, inciso quinto y séptimo del mismo cuerpo legal. Como fundamento de 

la decisión, se consideró que el fallo del grado, que constató la existencia de una 

relación de naturaleza laboral entre las partes, solo vino a reconocer una situación 

que, en los hechos, ya existía. Lo que, por consiguiente, impide entender que solo 

a partir de la decisión jurisdiccional nazcan los derechos y obligaciones de índole 

laboral. Pues, ellas han existido desde el origen del vínculo, cualquiera sea la 

denominación que las partes le hubieran conferido. Por otra parte, a este respecto 

ni siquiera hace falta recurrir al principio protector del trabajador para llegar a la 

conclusión que se viene razonando; por cuanto ella es consecuencia directa de la 

correcta e indubitada calificación hermenéutica de la relación laboral. Y, en tal 

entendido, no puede perderse de vista que la norma del art culo 162 del Código del 

Trabajo, para que proceda la sanción de su inciso séptimo, no hace distinción entre 

una relación laboral declarada o no; ni tampoco si el empleador retuvo o no el monto 

de las cotizaciones correspondientes. De manera que basta como supuesto de 

hecho para la norma sancionatoria, que en la relación laboral el 

empleador no entere las cotizaciones de seguridad social, para que haya lugar a la 

aplicación de la llamada Ley Bustos. 

Cuarto: Que, en consecuencia, al cotejar lo resuelto en las sentencias 

invocadas por la recurrente con lo decidido en la que se reprocha, es posible concluir 

que concurre el presupuesto establecido en el artículo 483 del Código del Trabajo 

para unificar la jurisprudencia sobre la materia de derecho propuesta, esto es, la 

existencia de interpretaciones diversas en relación a una cuestión jurídica 

proveniente de tribunales superiores de justicia, razón por la que corresponde 

determinar cuál postura debe prevalecer y ser considerada correcta. 

Quinto: Que, para dilucidar lo anterior se debe tener presente que esta Corte 

posee un criterio asentado que ha sido expresado en sentencias previas, dictadas 

a partir de la pronunciada en causa Rol N°41.500-2017, en que una nueva 

comprensión doctrinal del tema condujo a alterar la jurisprudencia que se 



venía sosteniendo sobre el asunto, de manera que a contar de dicho dictamen y 

como se ha reiterado en los autos rol N°28.229-2018, 4.440-2019 y 21.989-21, entre 

muchas otras, se ha declarado que tratándose de relaciones laborales que tienen 

como fundamento la celebración de contratos a honorarios con órganos de la 

Administración del Estado -entendida en los términos del artículo 1° de la ley 18.575-

, concurre un elemento que autoriza a diferenciar la aplicación de la punición de la 

nulidad del despido, esto es, que fueron suscritos al amparo de un estatuto legal 

determinado que, en principio, les otorgó una presunción de legalidad, lo que 

permite entender que no se encuentran típicamente en la hipótesis para la que se 

previó la figura de la nulidad del despido. Además, se ha considerado que la 

aplicación -en estos casos-, de la institución contenida en el artículo 162 del Código 

del Trabajo, se desnaturaliza, por cuanto los órganos del Estado no cuentan con la 

capacidad de convalidar libremente el despido en la oportunidad que estimen del 

caso, desde que, para ello, requieren, por regla general, de un pronunciamiento 

judicial condenatorio, lo que grava en forma desigual al ente público, convirtiéndose 

en una alternativa indemnizatoria adicional para el trabajador, que incluso puede 

llegar a sustituir las indemnizaciones propias del despido. 

Sexto: De esta manera, no aparece que el tema cuya línea jurisprudencial 

se procura unificar requiere de la aplicación del mecanismo unificador que importa 

el arbitrio intentado. 

Séptimo: Que, por lo anteriormente expuesto, debe ser acogido el recurso 

interpuesto por la parte demandada, puesto que la necesidad de uniformidad de la 

materia de derecho propuesta y la disparidad de decisiones respecto de la misma 

que se proponen como argumento para sostenerlo, no se advierten concurrentes en 

este caso. 

Por lo reflexionado, disposiciones legales citadas y lo preceptuado en los 

artículos 483 y siguientes del Código del Trabajo, se acoge el recurso de unificación 

de jurisprudencia deducido por la parte demandada respecto de la sentencia de 

cinco de abril de dos mil veintidós, dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago, 

que acogió el recurso de nulidad interpuesto en contra de la sentencia de treinta de 

junio de dos mil veintiuno, emanada del Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de 

Santiago, en autos RIT T-36-2020, RUC 2040024262-6, y, en consecuencia, se 

declara que se lo rechaza, manteniéndose firme el fallo dictado en primera 

instancia. 

Regístrese y devuélvase. 

N°13.352-2022.- 


